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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 02002
17 de febrero de 2009
DAGJ-0240-2009
Señora
Dalia María Pérez Ruiz
Auditora Interna
MUNICIPALIDAD DE MONTES DE ORO
Estimada señora:

Asunto:
Consulta sobre los alcances de los artículos 158, 159 y 160 del Código Municipal y 37 de la Ley General de Control Interno.
Por encargo y con la aprobación del Gerente de División, se refiere este Despacho a su oficio  n° AI-105-08, del 01 de octubre de 2008, recibido en esta Contraloría General el 20 de octubre de los corrientes, mediante el cual consulta sobre los alcances de los artículos 158, 159 y 160 del Código Municipal, en cuanto  a los informes de auditoría, el veto del alcalde y el artículo 37 de la Ley General de Control Interno.
Criterio del Despacho.
En primer término, es menester manifestar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de nuestra Ley Orgánica, así como en la Circular CO-529 publicada en La Gaceta 107 del 5 de junio de 2000, únicamente se atenderán las consultas que versen sobre materias propias de las competencias constitucionales y legales otorgadas a este órgano contralor, siempre que no se trate de situaciones concretas que debe resolver la institución solicitante. De tal manera, que las consideraciones que mediante el presente oficio se emitan, se plantean desde una perspectiva general, a efectos de que el consultante pueda valorar las circunstancias específicas de su situación particular, a la luz del análisis que, en términos generales, se brinda. 

Al respecto, y  como es de su conocimiento, mediante el oficio n° 15000 (FOE-SM-23999 del 18 de diciembre del 2007, el Área de Servicios Municipales de esta Contraloría General, dio respuesta a su consulta presentada por medio del oficio n° AI-124-07.

 Sobre este punto, es importante aclarar que en el oficio n° 15000 antes citado, este órgano contralor  indicó que  era competente para pronunciarse sobre lo relacionado con el debido proceso y el veto de acuerdos municipales, nunca se señaló que no se tuviera competencia para conocer sobre la materia del control interno.  Asimismo, analizando el oficio de respuesta emitido por el Área de Servicios Municipales, se desprende que todos los cuestionamientos realizados fueron atendidos en esa oportunidad.  Sin embargo, se procede a dar respuesta a las preguntas que dan origen a la presente gestión.
1) Se consulta si la Auditoría Interna puede dar el seguimiento a las recomendaciones giradas en los informes de auditoría sobre el control interno, (en adelante informes) aprobado el n°1, el 30/10/06, el n°2 el 05/02/07, n°3 y 4 el 28/02/07 por el Concejo Municipal y mediante el cual el Alcalde no ejerció el veto después de aprobado definitivamente el acuerdo, en el tiempo señalado (5 días) según el artículo 158 del Código Municipal? 
Como se indicó anteriormente, esta Contraloría General tiene por norma no pronunciarse sobre situaciones concretas, por lo que en adelante, nos referiremos al tema consultado desde una óptica general sin entrar a analizar la situación puntual de algún informe emitido por dicha auditoría.

Sobre el tema del seguimiento a las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, y como bien lo menciona usted, la Ley General de Control Interno n° 8292 dispone en su artículo 22 sobre las competencias de la auditoría interna, en su inciso g) lo siguiente: 

“ g)
Elaborar un informe anual de la ejecución del plan de trabajo y del estado de las recomendaciones de la auditoría interna, de la Contraloría General de la República y de los despachos de contadores públicos; en los últimos dos casos, cuando sean de su conocimiento, sin perjuicio de que se elaboren informes y se presenten al jerarca cuando las circunstancias lo ameriten.”  
También sobre el mismo tema, el Manual de Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público n° M-1-2004-CO-DDI, publicado en La Gaceta n° 246 del 16 de diciembre de 2004 dispone en el punto 2.6 sobre Supervisión del Progreso lo siguiente:
“El auditor interno debe establecer y mantener como parte vital y permanente de la actividad de la Auditoría Interna, un sistema de seguimiento a las recomendaciones, observaciones y demás resultantes de su gestión para asegurarse de su oportuna, adecuada y eficaz atención por parte de la administración. Ese sistema debe incluir los resultados de las evaluaciones realizadas por los auditores externos, la Contraloría General de la República y demás instituciones de control y fiscalización que correspondan.”
Como se desprende de los textos trascritos, dentro de las actividades de la auditoría interna se encuentra el seguimiento de las observaciones y recomendaciones, por lo que es su deber cumplir con el seguimiento de las recomendaciones giradas sus  informes.
En cuanto al tema del veto municipal, el mismo será abordado en las preguntas 3 y 4.

2) Podría considerarse ilegal el debido proceso del informe, si la auditora interna le dirigió al jerarca según el artículo 37 de la Ley General de Control Interno y ella no remitió ninguna copia del informe final al señor alcalde, pero sí le comentó el borrador del mismo, en la etapa de comunicación.

Sobre este punto,  debe la auditoría interna tener claro si los resultados de un informe van dirigidos al jerarca o a los titulares subordinados el jerarca debe comunicar oficialmente los resultados del mismo a quienes  tengan la competencia para ordenar la implantación de las recomendaciones hechas por el auditor interno, según lo dispuesto en los artículos 35 y 36 de la Ley n° 8292 que disponen:
“Artículo 35.—Materias sujetas a informes de auditoría interna. Los informes de auditoría interna versarán sobre diversos asuntos de su competencia, así como sobre asuntos de los que pueden derivarse posibles responsabilidades para funcionarios, ex funcionarios de la institución y terceros. Cuando de un estudio se deriven recomendaciones sobre asuntos de responsabilidad y otras materias, la auditoría interna deberá comunicarlas en informes independientes para cada materia. Los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones de los estudios realizados por la auditoría interna, deberán comunicarse oficialmente, mediante informes al jerarca o a los titulares subordinados de la administración activa, con competencia y autoridad para ordenar la implantación de las respectivas recomendaciones.(…)”

Por su parte el artículo 36 dispone lo siguiente:
Artículo 36.—Informes dirigidos a los titulares subordinados. Cuando los informes de auditoría contengan recomendaciones dirigidas a los titulares subordinados, se procederá de la siguiente manera: a) El titular subordinado, en un plazo improrrogable de diez días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, ordenará la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de ellas, en el transcurso de dicho plazo elevará el informe de auditoría al jerarca, con copia a la auditoría interna, expondrá por escrito las razones por las cuales objeta las recomendaciones del informe y propondrá soluciones alternas para los hallazgos detectados. b)
Con vista de lo anterior, el jerarca deberá resolver, en el plazo de veinte días hábiles contados a partir de la fecha de recibo de la documentación remitida por el titular subordinado; además, deberá ordenar la implantación de recomendaciones de la auditoría interna, las soluciones alternas propuestas por el titular subordinado o las de su propia iniciativa, debidamente fundamentadas. Dentro de los primeros diez días de ese lapso, el auditor interno podrá apersonarse, de oficio, ante el jerarca, para pronunciarse sobre las objeciones o soluciones alternas propuestas. Las soluciones que el jerarca ordene implantar y que sean distintas de las propuestas por la auditoría interna, estarán sujetas, en lo conducente, a lo dispuesto en los artículos siguientes. c) El acto en firme será dado a conocer a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente, para el trámite que proceda.

Ahora bien, el numeral 37 de la misma ley dispone que: 

 “Cuando el informe de auditoría esté dirigido al jerarca, este deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de treinta días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá ordenar las soluciones alternas que motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo debidamente a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente.”
Ahora bien, se debe valorar si al alcalde se le debe tomar como subalterno o no del Concejo Municipal, sobre este tema, mediante el dictamen n° C-048-2004 la Procuraduría señaló lo siguiente:
        “No obstante, a la luz del artículo 2 de la Ley de Control Interno, dado que el Concejo Municipal es el jerarca máximo de la Municipalidad y en virtud de la definición de "titular subordinado", se sigue que el Alcalde como Administración Activa puede ocupar la posición de "titular subordinado" (posición que por el contrario no puede ser propia del Concejo Municipal puesto que éste es el jerarca máximo). El titular subordinado es un órgano de administración activa responsable de un proceso y puesto que es un funcionario con autoridad para ordenar y tomar decisiones se sigue que no se trata de cualquier funcionario jerárquicamente subordinado. Por el contrario, se trata de un funcionario con potestad de decisión (el término "autoridad" señala que detenta un poder dentro de la estructura orgánica, poder que deriva de la ley), por lo que tiene un grado de responsabilidad alto. 

        
“Se sigue de lo expuesto que a efecto de los informes de auditoría, el Alcalde puede ocupar la posición de titular subordinado, aun cuando sea el jerarca unipersonal del Ente. Ello en el tanto le corresponde ordenar la ejecución de los acuerdos municipales y vigilar esa ejecución, así como supervisar el   desarrollo de la política municipal, lo que implica que en última instancia es responsable por el logro de los fines municipales. Es por ello que el artículo 36 de la Ley de Control Interno señala que el informe de auditoría puede contener recomendaciones dirigidas a titulares subordinados y que estos deben "ordenar" la ejecución de las recomendaciones.  Se está ante el reconocimiento expreso de un poder de jerarquía, aún cuando no sea el jerarca máximo. En igual forma, el artículo 12 reconoce el poder de decisión propio del titular subordinado.” 
Así las cosas, el auditor interno tiene como alternativas, de conformidad con el ordenamiento, comunicar oficialmente el informe al jerarca y que éste lo haga del conocimiento de titular subordinado, o comunicarlo directamente a este último cuando tenga autoridad para ordenar la implantación de las recomendaciones hechas en el informe de auditoría.  Si el titular subordinado discrepara de las recomendaciones, debe de elevar el informe al jerarca dando las razones por las cuales objeta lo recomendado y las soluciones alternas que propone, siendo el jerarca quien resolverá la discrepancia de criterios  entre el titular subordinado y la auditoría interna.

3) El alcance del artículo 160 inciso f) considera improcedencia del veto a los acuerdos de aprobación e implantación de las recomendaciones de un informe de auditoría aprobado definitivamente por el Concejo Municipal.  O cuál inciso de este artículo lo considera? 

4) Podría posteriormente el Alcalde vetar los acuerdos que implantan las recomendaciones. Alegando indefensión por no haber podido presentar soluciones alternas, si ya el informe estaba aprobado definitivamente por el Concejo Municipal, y ya había trascurrido el plazo de los 30 días hábiles señalados en el artículo 37 de la Ley General de Control Interno?   

Continuando con sus cuestionamientos, y dada la similitud de las preguntas tres y cuatro, las mismas se atenderán como una sola.

Sobre la procedencia de vetar los informes de auditoría interna por parte del alcalde municipal,  el artículo 158 del Código Municipal dispone lo siguiente:
“Artículo 158.—El alcalde municipal podrá interponer el veto a los acuerdos municipales por motivos de legalidad u oportunidad, dentro del quinto día después de aprobado definitivamente el acuerdo. El alcalde municipal en el memorial que presentará, indicará las razones que lo fundamentan y las normas o principios jurídicos violados.  La interposición del veto suspenderá la ejecución del acuerdo. En la siguiente sesión inmediatamente a la de la presentación del veto, el Concejo deberá rechazarlo o acogerlo.”
Siempre sobre el veto, el numeral 160 del Código Municipal contempla los acuerdos que no están sujetos al veto y dispone lo siguiente:

“a) Los no aprobados definitivamente. 

  

b) Aquellos en que el alcalde municipal tenga interés personal, directo o indirecto. 

  

c) Los recurribles en los procesos contencioso-administrativos especiales, regulados en los artículos 82, 83, 89 y 90 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

  

d) Los que deban aprobar la Contraloría General de la República o la Asamblea Legislativa o los autorizados por esta. 

  

e)  Los apelables ante la Contraloría General de la República. 

  

f)  Los de mero trámite o los de ratificación, confirmación o ejecución de otros anteriores. “

Sobre el particular, mediante el oficio n°7241 (DEI-CR-303), del 30 de junio de 2004, emitido por este órgano contralor dispuso en relación con el veto  por parte del alcalde municipal en los siguientes términos:
“…en aplicación del artículo 36 de la Ley de Control Interno los informes de auditoría como tales no son susceptibles de veto por parte del Alcalde Municipal, sino que como titular subordinado, en caso de discrepar de las recomendaciones que contiene dicho informe, lo que procede es que eleve el informe al jerarca para que sea él quien resuelva el conflicto de criterios.


Además, en aplicación del artículo 160 inciso d) del Código Municipal, es criterio de este Despacho que los acuerdos del Concejo Municipal en los que se acojan los informes de auditoría tampoco son susceptibles del veto por parte del Alcalde Municipal, puesto que el artículo 38 de la Ley General de Control Interno establece a esta Contraloría General la competencia para aprobar o improbar, en última instancia, tales acuerdos.


Mas aún, es pertinente que desde la perspectiva técnica se tenga presente que las recomendaciones que incorpora el informe de auditoría deben elaborarse en orden general y se orienten a solicitar al titular o jerarca responsable a que se establezcan  adecuadas medidas para que no vuelvan a generarse las deficiencias documentadas. Es decir, orientar a corregir el “deber ser” sin que se pretenda sustituir la obligación de la Administración respecto del “cómo hacer” lo que le corresponde.”

Asimismo, la Procuraduría General en el dictamen n° C-175-2004 del 08 de junio de 2004 señaló lo siguiente:
“Determinado que las normas que regulan la Hacienda Pública, así como su fiscalización, son de naturaleza especial, nos corresponde abocarnos al asunto consultado.  De acuerdo con nuestro punto de vista, existen al menos dos razones para sostener que no procede el veto contra los acuerdos del Concejo en los cuales se acogen los informes de la auditoría interna. En primer lugar, tal y como se indicó supra, las normas de fiscalización, entre ellas las que se encuentran recogidas en la Ley General de Control Interno, son normas de naturaleza especial que prevalecen sobre las normas de naturaleza general (las que están en el Código Municipal). Si no fuera de esta forma, se haría nugatoria el control y la fiscalización de la Hacienda Pública por parte del Órgano Contralor. 

En segundo término, relacionado el último párrafo del numeral 38  de la Ley n.° 8292 de 31 de julio de 2002, Ley General de Control Interno, con el inciso e) del artículo 160 del Código Municipal, es claro que eventualmente estamos frente a un acuerdo municipal que podría ser objeto de conocimiento del Órgano Contralor, cuando a solicitud del jerarca –en este caso el Concejo-, de la auditoría interna o de ambos, se planté el respectivo conflicto a ese órgano fundamental del Estado, debido a que existe una discrepancia entre la Administración activa y el órgano de fiscalización sobre las medidas a adoptar a causa del informe de este último. Desde esta perspectiva, este tipo de asuntos caen en el supuesto del inciso e) del numeral 160 del Código Municipal, que impide el veto cuando se trate de acuerdos apelables ante la Contraloría General de la República. 

Ahora bien, en honor a la verdad tenemos que decir que, si bien técnicamente no estamos en presencia de una apelación, en el sentido de que hay un administrado o justiciable que impugna el acuerdo municipal a través del recurso de alzada, sino ante un procedimiento especial que prevé la legislación vigente para dirimir un conflicto entre la Administración activa y el órgano fiscalizador interno, es lo cierto también que, en el fondo, subyace la misma razón para la improcedencia del veto, ya que en todos aquellos casos en los cuales el ordenamiento jurídico le otorga a la Contraloría General de la República una competencia exclusiva y excluyente para resolver en definitiva un asunto, es razonable que desparezca la facultad del alcalde de vetar el acuerdo municipal; de no ser así, en este caso puntual, podría sustraérsele al Órgano Contralor esa competencia, toda vez que el asunto habría que remitirlo a la sección respectiva del Tribunal Contencioso Administrativo, desnaturalizándose de esa forma la intención del legislador.” 

5) Se requiere notificar a los titulares subordinados el acuerdo de aprobación definitiva de un informe de auditoría sobre Control Interno?
6) Si en el caso de  que no se notificara el acuerdo en el cual se aprobó en definitiva un informe de control interno, cabría una ilegalidad en el proceso?

Debido a que las preguntas 5 y 6 se relacionan, se atenderán en forma simultánea.

Sobre este punto, y como no es competente este órgano contralor  para pronunciarse sobre el tema de acuerdos municipales, se le indica que en cuanto  a los informes de auditoría, se debe tener presente la respuesta dada en la pregunta n°2  relacionada con el artículo 37 de la Ley 8292, sobre el deber del jerarca de ordenar al titular subalterno  la implantación de las recomendaciones  hechas por la auditora interna.  Asimismo, el numeral 12 este cuerpo normativo  dispone entre otras cosas lo siguiente:  

Artículo 12.—Deberes del jerarca y de los  titulares subordinados en el sistema de control interno. En materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá cumplir, entre otros, los siguientes deberes:

“(…)

b)
Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades.

c)
Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan. “

También, se debe tener presente las responsabilidades  que puedan surgir del debilitamiento del sistema de control interno como bien lo dispone el numeral 39  de la Ley General de Control Interno que indica:

“Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.

El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica aplicable.

Asimismo, cabrá responsabilidad administrativa contra el jerarca que injustificadamente no asigne los recursos a la auditoría interna en los términos del artículo 27 de esta Ley.

Igualmente, cabrá responsabilidad administrativa contra los funcionarios públicos que injustificadamente incumplan los deberes y las funciones que en materia de control interno les asigne el jerarca o el titular subordinado, incluso las acciones para instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, sin perjuicio de las responsabilidades que les puedan ser imputadas civil y penalmente.

El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos también incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en esta Ley. 

Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.”
7) A esta fecha podría advertirse al Concejo Municipal, (quien declaró improcedente el veto) que se está dentro de una circunstancia ilegal el no elevar el expediente al Contencioso  Administrativo. Y si el Concejo Municipal aún así no lo eleva, que más puede gestionar la Auditoría Interna para dar el seguimiento a las  recomendaciones.
Sobre esta pregunta, se abstiene esta Contraloría General de emitir criterio en relación a la legalidad o no de elevar el expediente al Tribunal Contencioso Administrativo debido a que se trata de un caso concreto que le corresponde resolver a esa Administración activa, ahora bien, en cuanto a que puede gestionar esa auditoría interna para darle seguimiento a las recomendaciones, como es de su conocimiento, las funciones de la auditoría interna son asesorar, advertir y fiscalizar, por lo que ese departamento debe de aplicar lo que dispone el numeral 22 de la Ley 8292 sobre las competencias de la auditoría interna e indicarle al superior jerárquico lo que dispone la Ley General de Control Interno en relación con la responsabilidad que conlleva el incumplimiento de las disposiciones emanadas de un informe de auditoría.
De esta forma, se da por atendida su gestión.

Suscriben Atentamente,

Lic. Sergio Mena García                                                 Bach. Ingrid Brenes Guevara                                                                                                       

Gerente Asociado                                                           Fiscalizadora Asociada

IBG/SMG/mcc
C:    Archivo Central

NI:  23441-08
G: 2008003249-2
